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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]PUNTAJE ADICIONAL ‒ Empleadores de personas con discapacidad ‒ Término mínimo de vinculación ‒ Últimos tres (3) meses ‒ Referente temporal

Conforme al artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 del Decreto 1082 de 2015 y a la Circular Externa No. 003 de 2026, el tiempo mínimo durante el cual las personas con discapacidad (PcD) debieron estar vinculadas a la planta de personal para acceder al puntaje es el de los últimos tres (3) meses previos al cierre del proceso de contratación. La expresión alude, entonces, a un periodo continuo de vinculación inmediatamente anterior al cierre, que se demuestra con el contrato o la certificación laboral y con los aportes a seguridad social correspondientes a ese periodo, exigibles conforme al calendario legal de pago a la fecha respectiva.

APORTES A SEGURIDAD SOCIAL ‒ Planilla Integrada de Liquidación de Aportes ‒ Periodos de cotización ‒ Verificación documental ‒ Competencia

Lo que la norma exige demostrar es el pago de los aportes que corresponden a la vinculación laboral de la PcD durante los tres (3) meses anteriores al cierre. Los documentos deben valorarse conforme a lo que ellos mismos certifican, de modo que la entidad no puede presumir cubierto un periodo cuando el propio soporte identifica uno distinto. La estructura de la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes, los periodos que en ella se reportan por subsistema y el calendario legal de pago se rigen por la normativa del Sistema de Seguridad Social Integral, cuya interpretación corresponde a las autoridades competentes en esa materia.

TARIFA LEGAL PROBATORIA ‒ Contrato o certificación laboral ‒ Aportes a seguridad social ‒ Funciones probatorias diferenciadas ‒ Concurrencia documental

Los documentos previstos en el artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 son concurrentes y cumplen funciones probatorias propias que no son intercambiables: el contrato o la certificación laboral acredita la existencia de la vinculación, su naturaleza laboral regida por el Código Sustantivo del Trabajo y la dedicación exclusiva; los aportes a seguridad social acreditan la permanencia efectiva de esa vinculación durante los tres (3) meses anteriores al cierre. En consecuencia, la antigüedad histórica del contrato no sustituye la acreditación de los aportes del periodo exigido.

FACTORES DE PONDERACIÓN ‒ Documentos aportados junto con la oferta ‒ Subsanabilidad ‒ Parágrafo 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 ‒ Verificación

Los documentos que acreditan un factor de asignación de puntaje deben aportarse junto con la oferta y no son subsanables con posterioridad al cierre, pues el parágrafo 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 circunscribe la subsanación a los requisitos que no afectan la asignación de puntaje. La existencia material del hecho acreditable con anterioridad al cierre no suple la carga de su acreditación documental oportuna. Cosa distinta es la verificación de la autenticidad, la vigencia o el contenido de un documento efectivamente aportado, que no equivale a incorporar uno nuevo.

CERTIFICADO DE DISCAPACIDAD ‒ Naturaleza declarativa ‒ Fecha de expedición ‒ Distinción frente al término mínimo de vinculación

La condición de persona con discapacidad no se adquiere con la expedición del certificado, sino que deriva de la situación descrita en el numeral 1 del artículo 2 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013; el certificado expedido conforme a la normativa del Ministerio de Salud y Protección Social verifica y documenta esa condición, por lo que su naturaleza es declarativa y probatoria. El término de tres (3) meses previsto en el Decreto 0287 de 2026 recae sobre la vinculación laboral y sus aportes, y no sobre la antigüedad del certificado, sin que la norma exija que este se hubiere expedido con determinada antelación.

CERTIFICADO DEL MINISTERIO DEL TRABAJO ‒ Vigencia ‒ Antigüedad ‒ Número de trabajadores de la planta de personal

Respecto del certificado que expide el Ministerio del Trabajo, la exigencia normativa se refiere a la verificación de su vigencia y no a que cuente con una antigüedad mínima de tres (3) meses, pues el término trimestral está referido a la vinculación laboral y a los aportes a seguridad social. El número total de trabajadores que determina el rango aplicable de la tabla se verifica con referencia a la fecha de cierre del proceso, conforme a los documentos que para ese momento acrediten la composición de la planta de personal.

COMPETENCIA CONSULTIVA ‒ Interpretación de normas generales ‒ Asuntos técnicos de seguridad social ‒ Traslado por competencia

La competencia consultiva de la Agencia se circunscribe a la interpretación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública, sin extenderse a la valoración de casos particulares ni a la interpretación de la normativa del Sistema de Seguridad Social Integral, de la certificación de discapacidad o de las funciones a cargo del Ministerio del Trabajo, materias respecto de las cuales procede el traslado a las autoridades competentes en los términos del artículo 21 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.






Bogotá D.C., 29 de septiembre de 2026
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Señor
Miguel Antonio Murillo Lozano
Miguelantonio46@gmail.com
Medellín, Antioquia
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Estimado señor Murillo:
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 20 de agosto de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“[…] respetuosamente solicita a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente emitir concepto jurídico de carácter general respecto de la interpretación y aplicación del artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 del Decreto 1082 de 2015, modificado por el Decreto 287 de 2026, relacionado con el puntaje adicional en favor de los empleadores de personas con discapacidad. 

…2.1. ¿La expresión “últimos tres (3) meses” debe entenderse como los tres períodos de cotización más recientes que, conforme al calendario legal de pago de aportes, ya resultaban exigibles y acreditables a la fecha de presentación de la oferta?
2.2. ¿Es jurídicamente equivalente la expresión normativa “últimos tres (3) meses” a la expresión “los tres meses anteriores al mes en que se presenta la oferta”, o pueden dichas expresiones conducir a períodos de acreditación diferentes?
2.3. Cuando la oferta se presenta durante los últimos días de un mes y el plazo legal para pagar determinados aportes correspondientes al mes inmediatamente anterior ya venció, ¿debe incluirse dicho período dentro de los “últimos tres meses”?
…3.1. Para efectos del artículo 2.2.1.2.4.2.7.4, ¿debe la entidad contratante examinar separadamente el período que la planilla identifica para salud y el período correspondiente a los demás subsistemas?
3.2. Si el requisito exige demostrar los aportes de los últimos tres meses, ¿resultaría suficiente aportar tres planillas cuyos períodos para “otros subsistemas” correspondan a marzo, abril y mayo, cuando al cierre ya existía y era exigible la planilla correspondiente a junio?
3.3. ¿Puede considerarse acreditado el período junio para todos los componentes del Sistema de Seguridad Social simplemente porque una planilla indica “SALUD: junio”, aun cuando esa misma planilla identifique expresamente “OTROS SUBSISTEMAS: mayo”?
3.4. ¿La expresión general de un reporte de operador PILA, por ejemplo, “desde enero de 2026 hasta junio de 2026”, puede sustituir la verificación individual del campo específico “PERÍODO COTIZACIÓN OTROS SUBSISTEMAS”?
…4.1. ¿La existencia de un contrato laboral cuya antigüedad sea superior a tres meses resulta suficiente, por sí sola, para tener por cumplido el requisito temporal?
4.2. O, por el contrario, ¿además de la antigüedad contractual resulta indispensable acreditar mediante los correspondientes aportes a seguridad social que la vinculación se mantuvo durante, como mínimo, los últimos tres meses?
4.3. Si una persona lleva diez (10) años vinculada laboralmente con una empresa, pero el proponente no acredita mediante los documentos exigidos los aportes correspondientes a uno de los últimos tres meses, ¿puede considerarse cumplido el requisito únicamente por la antigüedad histórica del contrato laboral?
4.4. ¿Cuál es la función probatoria diferenciada del contrato laboral y cuál es la función probatoria de las planillas PILA dentro del esquema de acreditación establecido por el Decreto 287 de 2026?
…5.1. ¿Debe diferenciarse entre la existencia material del pago antes del cierre y la acreditación documental oportuna del requisito dentro de la oferta?
5.2. Si la norma establece que los documentos deben ser aportados “junto con su oferta”, ¿puede la entidad contratante tener por acreditado el requisito con base en un documento que existía antes del cierre pero que no fue presentado con la oferta?
5.3. Tratándose de documentación necesaria para acceder a un factor que otorga puntaje, ¿puede el proponente aportar posteriormente la planilla omitida bajo la figura de aclaración o subsanación?
5.4. ¿Cambia la respuesta anterior por el hecho de que el pago efectivamente hubiese ocurrido antes del cierre?
5.5. ¿La existencia previa del hecho sustancial permite subsanar posteriormente el documento cuando este resulta necesario para la asignación de puntaje, o debe diferenciarse entre requisitos habilitantes subsanables y documentos constitutivos de un criterio ponderable?
5.6. En caso de que la entidad solicite posteriormente la planilla exclusivamente para verificar la fecha en que fue pagada, ¿puede dicho documento ser utilizado únicamente como elemento de verificación sin incorporarlo retroactivamente como soporte para asignar el puntaje?
…6.1. ¿Los contratos o certificaciones laborales, las planillas de seguridad social, los certificados de discapacidad y el certificado expedido por el Ministerio del Trabajo constituyen documentos concurrentes, de manera que cada uno cumple una finalidad probatoria propia?
6.2. ¿Puede alguno de dichos documentos sustituir completamente a otro?
6.3. Si respecto de una de las PcD utilizadas para alcanzar el número mínimo exigido falta uno de los documentos obligatorios, ¿puede esa persona ser computada para acceder al puntaje?
6.4. Si como consecuencia de dicha exclusión el empleador queda por debajo del número mínimo de PcD establecido en la tabla, ¿la consecuencia jurídica es la no asignación del puntaje adicional?
…7.1. ¿El requisito de permanencia mínima de tres meses previsto en el Decreto 287 de 2026 recae exclusivamente sobre la vinculación laboral, o exige además que la condición de PcD haya estado documentalmente certificada durante todo ese mismo período?

7.2. ¿La fecha de expedición del certificado de discapacidad tiene efectos únicamente probatorios respecto de una condición que puede ser preexistente, o constituye el momento a partir del cual dicha persona puede ser computada como PcD para efectos del incentivo contractual?
7.3. Si el certificado de discapacidad no indica expresamente que la condición existía desde una fecha anterior, ¿con qué documento puede la entidad contratante verificar que durante la totalidad de los tres meses anteriores el trabajador reunía la condición de PcD?
7.4. ¿Es suficiente demostrar que el trabajador estaba vinculado laboralmente durante los tres meses, aunque la certificación formal de discapacidad haya sido expedida después de iniciado ese período?
7.5. ¿Debe distinguirse, para efectos de este incentivo, entre:
antigüedad del trabajador en la empresa;
antigüedad de la condición de discapacidad; y
fecha en que dicha condición fue formalmente certificada?
…8.1. ¿El certificado expedido por el Ministerio del Trabajo debe tener una antigüedad mínima de tres meses respecto de la fecha de cierre del proceso?
8.2. ¿O el requisito de tres meses se refiere exclusivamente al período de vinculación laboral y a los aportes de seguridad social, siendo suficiente que el certificado del Ministerio del Trabajo se encuentre vigente al momento correspondiente?
8.3. Si el certificado del Ministerio del Trabajo fue expedido menos de tres meses antes del cierre, pero se encuentra vigente, ¿pueden las PcD allí acreditadas ser computadas siempre que los demás documentos demuestren el período mínimo de vinculación?
8.4. En caso de existir diferencias entre el número total de trabajadores reflejado en el certificado del Ministerio del Trabajo y el número certificado por representante legal y revisor fiscal a la fecha de cierre, debido a que ambos documentos corresponden a momentos distintos, ¿cuál fecha o documento debe utilizarse para determinar el rango de trabajadores aplicable a la tabla del artículo 2.2.1.2.4.2.7.4?
…9.1. ¿Esta expresión establece una carga temporal de presentación documental al momento del cierre para quienes pretendan acceder al puntaje?
9.2. Tratándose de un criterio ponderable, ¿puede la entidad reconstruir de oficio después del cierre la acreditación documental mediante consultas externas, bases de datos o documentos que no fueron aportados originalmente?
9.3. ¿Cuál es la diferencia entre:
· <verificar la autenticidad o vigencia de un documento aportado con la oferta; y
· incorporar después del cierre un documento que no hizo parte de ella y que resulta necesario para completar el factor de ponderación?


…10. SOLICITUDES
Con fundamento en lo anterior, respetuosamente solicito a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente:
PRIMERO. Emitir concepto jurídico de carácter general respecto de cada uno de los problemas jurídicos anteriormente formulados, con fundamento en el artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 del Decreto 1082 de 2015, modificado por el Decreto 287 de 2026, la Circular Externa No. 003 de 2026 y la doctrina expedida por esa Agencia.
SEGUNDO. Precisar expresamente el alcance temporal de la expresión “últimos tres (3) meses” utilizada para los aportes a seguridad social.
TERCERO. Indicar, utilizando el supuesto hipotético de un proceso cuya oferta se presenta el 31 de julio de 2026, cuáles períodos deben considerarse para efectos de cumplir dicha exigencia, diferenciando, si resulta jurídicamente necesario, entre período de cotización de salud y período de cotización de los demás subsistemas.
CUARTO. Precisar si una planilla correspondiente al último período exigible, pagada antes del cierre pero omitida de la oferta, puede ser aportada posteriormente para completar la acreditación de un criterio que otorga puntaje.
QUINTO. Precisar si la antigüedad del contrato laboral sustituye o no la obligación de demostrar mediante los aportes a seguridad social la permanencia durante los últimos tres meses.
SEXTO. Precisar el efecto jurídico que tiene, para efectos del puntaje, que el certificado de discapacidad haya sido expedido con menos de tres meses de anterioridad al cierre, cuando el contrato laboral y los aportes son anteriores.
SÉPTIMO. Precisar si el certificado expedido por el Ministerio del Trabajo debe contar con una antigüedad mínima de tres meses o si la exigencia aplicable se limita a que dicho documento se encuentre vigente.
OCTAVO. Indicar si los documentos establecidos por el Decreto 287 de 2026 para acreditar la condición de empleador de PcD son concurrentes y cuál es la consecuencia cuando falta uno de ellos respecto de una persona necesaria para alcanzar el número mínimo establecido en la tabla.
NOVENO. En caso de considerar que alguna de las preguntas formuladas corresponde total o parcialmente a la competencia de otra autoridad administrativa, solicito realizar el traslado correspondiente conforme a las normas que regulan el derecho de petición e informar de dicha actuación al peticionario.


De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación Pública o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.  	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: (i) ¿Sobre qué elementos recae la exigencia temporal de tres (3) meses prevista para el puntaje adicional en favor de los empleadores de personas con discapacidad y cómo se determinan los periodos que deben acreditarse, aun cuando el certificado de discapacidad o el certificado expedido por el Ministerio del Trabajo se hayan expedido con posterioridad al inicio de ese lapso? (ii) ¿Qué función probatoria cumple cada uno de los documentos exigidos para acreditar esa condición y cómo deben valorarse cuando reportan periodos de cotización diferenciados, o puede alguno sustituir a otro, de modo que la sola antigüedad de la vinculación baste para tener por cumplido el requisito y qué consecuencia produce la falta de alguno de ellos respecto de una persona computada? y (iii) ¿En qué oportunidad deben aportarse los documentos que sustentan el puntaje y resulta procedente completarlos con posterioridad al cierre, aunque el hecho que acreditan hubiere ocurrido antes de este? Para resolverlos se seguirá el orden de los interrogantes formulados en la consulta.



2. Respuesta:

	En atención a los problemas jurídicos planteados, es necesario precisar que el artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 del Decreto 1082 de 2015, modificado por el Decreto 0287 de 2026, prevé el puntaje adicional del dos por ciento (2%) en las modalidades de licitación pública y concurso de méritos de las entidades regidas por la Ley 80 de 1993, para dos situaciones: ser emprendimiento o empresa de PcD, o ser empleador de PcD. La consulta se refiere a esta última, cuya acreditación se sujeta a la documentación que la propia norma establece como tarifa legal probatoria. Sobre los interrogantes formulados, se precisa:
(i) La expresión “últimos tres (3) meses” alude a un periodo continuo de vinculación laboral inmediatamente anterior al cierre del proceso de contratación. Conforme a la Circular Externa No. 003 de 2026, la entidad contratante verificará que la PcD haya estado vinculada a la empresa como mínimo durante los últimos tres (3) meses previos al cierre, y ello se demuestra con el contrato o la certificación laboral y con los aportes a seguridad social, junto con los demás documentos exigidos por el decreto. En consecuencia, los aportes que deben acreditarse son los correspondientes a los tres (3) periodos mensuales de cotización causados por esa vinculación en el lapso inmediatamente anterior al cierre y cuyo pago resultaba exigible, conforme al calendario legal aplicable, a la fecha de presentación de la oferta. 
Bajo ese criterio, y a título meramente ilustrativo del supuesto hipotético que usted plantea, en un proceso cuyo cierre ocurra el 31 de julio los periodos a acreditar serían los de los tres (3) meses inmediatamente anteriores, abril, mayo y junio, siempre que a esa fecha el pago del último de ellos fuera legalmente exigible; si por el contrario el plazo de pago de ese periodo aún no hubiere vencido al momento del cierre, el cómputo se desplazará al trimestre inmediatamente anterior que sí resultaba exigible. Lo determinante, en todo caso, es que los documentos demuestren la continuidad de la vinculación durante los tres (3) meses previos al cierre, sin interrupciones no justificadas; por ello no bastaría acreditar un trimestre anterior cuando, al momento del cierre, ya era exigible el periodo más reciente.
Ahora bien, dado que el requisito de permanencia mínima de tres (3) meses exigido para el otorgamiento del puntaje adicional a los empleadores de personas con discapacidad recae sobre la vinculación laboral de la persona en condición de discapacidad y no sobre la fecha de expedición del certificado de discapacidad ni de la certificación expedida por el Ministerio de Trabajo. En consecuencia, la circunstancia de que dichos documentos hayan sido emitidos con posterioridad al inicio del periodo objeto de acreditación no impide reconocer el tiempo de vinculación exigido, siempre que permitan acreditar que, durante el lapso correspondiente, la persona ostentaba la condición de discapacidad y mantenía un vinculo laboral con el proponente. Por tanto, la verificación del requisito debe realizarse a partir de la concurrencia de los elementos materiales que acreditan la condición de discapacidad y la relación laboral durante los tres (3) meses exigidos, sin que la fecha de expedición de los documentos constituya, por si sola, el punto de partida para contabilizar dicho término.      
(ii) Cuando los soportes de aportes discriminan periodos de cotización distintos según el subsistema, la entidad debe valorarlos conforme a lo que cada documento certifica, sin presumir que un periodo se encuentra cubierto para todos los componentes del Sistema de Seguridad Social Integral cuando el propio documento identifica uno diferente; del mismo modo, un reporte que exprese un rango general no releva de constatar que los periodos exigidos estén efectivamente acreditados. Ahora bien, la estructura de la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes, la forma de liquidación de cada subsistema y el calendario legal de pago se rigen por la normativa del Sistema de Seguridad Social Integral, cuya interpretación no corresponde a esta Agencia sino a las autoridades competentes en la materia, en los términos que más adelante se indican.
(iii) La antigüedad del contrato laboral no es suficiente, por sí sola, para tener por cumplido el requisito temporal. La Circular Externa No. 003 de 2026 es expresa en señalar que la vinculación durante los últimos tres (3) meses se demuestra con el contrato o la certificación laboral “y” con los aportes a Seguridad Social, de modo que ambos documentos son concurrentes y cumplen funciones probatorias diferenciadas: por un lado, el contrato o la certificación acredita la existencia de la relación, su carácter laboral regido por el Código Sustantivo del Trabajo y la dedicación exclusiva, entendida como la relación laboral con un único empleador; mientras que los aportes acreditan la permanencia efectiva de esa vinculación durante el periodo exigido. Por ello, una vinculación de larga data no suple la acreditación de los aportes del trimestre requerido. 
Adicionalmente, la regulación establece una tarifa legal probatoria al determinar de forma expresa los documentos idóneos para acreditar de las condiciones que dan lugar al otorgamiento del puntaje adicional. En consecuencia, la Entidad Estatal debe verificar la concurrencia de los requisitos exigidos para acceder al criterio diferencial con fundamento en los medios de prueba señalados por la norma aplicable, sin que resulte procedente sustituir alguno de ellos o tener por acreditada la condición mediante documentos distintos a los expresamente previstos.  
(iv) Debe distinguirse entre la existencia material del hecho, el pago oportuno de los aportes, y la carga de su acreditación documental dentro de la oferta. Como el puntaje adicional es un factor de asignación de puntaje, los documentos que lo sustentan deben aportarse junto con la oferta y no son subsanables con posterioridad al cierre, pues el parágrafo 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 circunscribe la subsanación a los requisitos que no afectan la asignación de puntaje. Que el hecho hubiere ocurrido antes del cierre no altera esa conclusión, porque lo que se echa de menos no es el hecho sino su acreditación oportuna. Por ello debe distinguirse entre los requisitos habilitantes, que pueden aportarse hasta el término de traslado del informe de evaluación, y los documentos constitutivos de un criterio ponderable, que deben obrar en la oferta desde el cierre. Cuestión distinta es la verificación de la autenticidad, la vigencia o el contenido de un documento efectivamente aportado con la oferta, actuación que no equivale a incorporar un documento nuevo ni puede emplearse para completar el factor de ponderación.
(v) Los documentos previstos en el artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 son concurrentes y ninguno sustituye a otro, pues cada uno cumple una finalidad probatoria propia. Si respecto de una PcD computada falta alguno de los documentos exigidos, esa persona no podrá ser tenida en cuenta para efectos del puntaje; y si como consecuencia de ello el proponente no alcanza el número mínimo previsto en la tabla del mismo artículo, la consecuencia es la no asignación del puntaje adicional, sin que se configure causal de rechazo de la oferta, ya que se trata de un factor de evaluación y no de un requisito habilitante.
(vi) La condición de PcD no se adquiere con la expedición del certificado. Conforme al numeral 1 del artículo 2 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013, es una situación derivada de deficiencias a mediano y largo plazo que, al interactuar con barreras, pueden impedir la participación plena y efectiva en la sociedad; el certificado expedido conforme a la normativa del Ministerio de Salud y Protección Social verifica y documenta esa condición, por lo que su naturaleza es declarativa y probatoria. Además, el término de tres (3) meses previsto en la norma está referido a la vinculación laboral y a los aportes, sin que el decreto ni la Circular Externa No. 003 de 2026 exijan que el certificado se hubiere expedido con determinada antelación. De ahí que deban distinguirse tres cuestiones diferentes: la antigüedad de la vinculación laboral, sobre la que recae el término mínimo, la existencia de la condición de discapacidad y la fecha en que esta fue formalmente certificada. Por lo mismo, la entidad no debe exigir un documento adicional dirigido a demostrar que la condición existía durante todo el trimestre anterior, pues la norma no la somete a un término de antigüedad ni prevé soporte alguno para ese efecto.
(vii) En cuanto al certificado que expide el Ministerio del Trabajo, la exigencia normativa se refiere a que la entidad contratante verifique su vigencia, y no a que cuente con una antigüedad mínima de tres (3) meses, pues el término trimestral se predica de la vinculación laboral y de los aportes a seguridad social. Por su parte, el número total de trabajadores que determina el rango aplicable de la tabla debe verificarse con referencia a la fecha de cierre del proceso, momento en el cual se consolidan las condiciones de la oferta, conforme a los documentos que para ese momento acrediten la composición de la planta de personal y a las reglas del pliego. Debe advertirse, en todo caso, que el contenido, la expedición y la vigencia de ese certificado, así como la definición de dedicación exclusiva, corresponden al Ministerio del Trabajo.
(viii) La expresión “junto con su oferta” establece una carga de presentación documental a cargo de quien pretenda acceder al puntaje, que debe satisfacerse a más tardar al cierre. Por tanto, la entidad no puede reconstruir de oficio, con posterioridad al cierre, la acreditación documental de un factor de ponderación mediante consultas externas o documentos no aportados. Sobre este punto, la propia Circular Externa No. 003 de 2026 advierte que, en materia de interoperabilidad, no puede garantizarse que las entidades consulten la documentación y eviten solicitarla al proponente. La diferencia, entonces, es nítida: verificar la autenticidad o la vigencia de un documento aportado es una actuación de comprobación sobre lo que ya obra en la oferta, mientras que incorporar después del cierre un documento ausente equivale a completar el factor de ponderación, lo que no resulta procedente.
Finalmente, en cuanto a la solicitud de traslado, los interrogantes que involucran la estructura y los periodos de la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes y el calendario legal de pago corresponden a las autoridades del Sistema de Seguridad Social Integral, y los relativos al certificado del Ministerio del Trabajo y a la definición de dedicación exclusiva, a esa cartera; en lo pertinente se dará traslado conforme al artículo 21 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En todo caso, corresponde a cada entidad estatal, en ejercicio de su competencia y previa valoración de los elementos fácticos y jurídicos de su proceso, definir la forma de adelantar su gestión contractual y valorar los documentos aportados, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones ni pronunciarse sobre casos particulares.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

(i) Para resolver el problema jurídico planteado, esta Agencia considera necesario partir de los antecedentes normativos que explican el origen, la finalidad y el alcance del Sistema Integral de Preferencias establecido por el Decreto 0287 de 2026, pues solo a partir de ese contexto es posible comprender las obligaciones concretas que dicho Decreto impone a las entidades estatales y a los demás partícipes de la contratación pública. 
El fundamento del Sistema de Preferencias para Personas con Discapacidad (PcD) en la contratación pública es el principio de igualdad real y efectiva consagrado en el artículo 13 de la Constitución Política de 1991[footnoteRef:1], que impone al Estado el deber positivo de adoptar acciones afirmativas en favor de grupos históricamente excluidos. La Corte Constitucional ha sostenido que tales medidas buscan contrarrestar los efectos de la discriminación y que el Estado puede establecer tratamientos diferenciales a favor de estos grupos en aras de lograr una igualdad real y efectiva. Los artículos 47 y 54 de la Carta Política refuerzan este mandato al ordenar políticas de integración social y ubicación laboral para las PcD[footnoteRef:2]. [1:  Colombia. Asamblea Nacional Constituyente. (1991). Constitución Política de Colombia. Artículo 13. 
]  [2:  Colombia. Asamblea Nacional Constituyente. (1991). Constitución Política de Colombia. Artículos 47 y 54. 
] 

En el plano internacional, Colombia es Estado Parte de instrumentos que conforman el Bloque de Constitucionalidad en virtud del artículo 93 superior. La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU[footnoteRef:3] reconoce el derecho de las PcD a trabajar en igualdad de condiciones y exige programas de acción afirmativa. La Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación[footnoteRef:4] ordena eliminar progresivamente la discriminación en la prestación de servicios, incluido el empleo. El Convenio 159 de la OIT[footnoteRef:5] exige medidas orientadas a garantizar la igualdad de oportunidades de todas las categorías de PcD en materia de empleo. [3:  Organización de las Naciones Unidas. (2006). Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Nueva York: ONU. Aprobada en Colombia mediante: Colombia. Congreso de la República. (31 de julio de 2009). Ley 1346 de 2009. Diario Oficial 47427.
]  [4:  Organización de los Estados Americanos. (1999). Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad. Ciudad de Guatemala. Aprobada en Colombia mediante: Colombia. Congreso de la República. (31 de julio de 2002). Ley 762 de 2002. Diario Oficial 44889.
]  [5:  Organización Internacional del Trabajo. (1983). Convenio sobre la readaptación profesional y el empleo (personas inválidas), núm. 159. Ginebra: OIT. Aprobado en Colombia mediante: Colombia. Congreso de la República. (23 de diciembre de 1988). Ley 82 de 1988. Diario Oficial 38608.
] 

        En el ámbito nacional, la Ley 361 de 1997 estableció los primeros mecanismos de integración social de las PcD. Su artículo 24 introdujo una preferencia en igualdad de condiciones en licitaciones y adjudicaciones de contratos para los empleadores que tuvieran al menos el diez por ciento (10%) de su nómina compuesta por PcD[footnoteRef:6]. Esta norma vinculó por primera vez la contratación pública con la inclusión laboral de las PcD, pero su alcance era limitado: una preferencia residual aplicable solo en caso de empate, que beneficiaba únicamente a los empleadores de PcD sin considerar a las propias PcD como proponentes directos. [6:  Colombia. Congreso de la República. (7 de febrero de 1997). Ley 361 de 1997, por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones. Artículo 24. Diario Oficial 42978.
] 

       La Ley Estatutaria 1618 de 2013 representó un salto cualitativo en el marco jurídico de protección de las PcD, al definir a estas como "aquellas personas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas barreras incluyendo las actitudinales, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás"[footnoteRef:7]. Su artículo 13, en los numerales 1, 7 y 8, ordenó al Gobierno Nacional reglamentar: una puntuación adicional en licitación pública, concurso de méritos y contratación directa para empresas que vinculen PcD y para empresas de PcD; un sistema de preferencias para empleadores de PcD en la adjudicación; y un sistema de preferencias en favor de las propias PcD como contratistas[footnoteRef:8]. Este último mandato fue especialmente significativo porque introdujo el concepto de "sistema de preferencias", que por definición no puede reducirse a una sola medida sino que implica un conjunto estructurado de instrumentos que actúen en las distintas fases del proceso contractual. [7:  Colombia. Congreso de la República. (27 de febrero de 2013). Ley Estatutaria 1618 de 2013. Artículo 2, numeral 1. Diario Oficial 48717.
]  [8:  Colombia. Congreso de la República. (27 de febrero de 2013). Ley Estatutaria 1618 de 2013, por medio de la cual se establecen las disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. Artículo 13, numerales 1, 7 y 8. Diario Oficial 48717.] 

En cumplimiento parcial de los numerales 1 y 8 del artículo 13 de la Ley 1618 de 2013, se expidió el Decreto 392 de 2018. Sin embargo, como se reconoce en los considerandos del Decreto 0287 de 2026, dicha regulación presentó omisiones estructurales que frustraron la finalidad de la Ley Estatutaria: solo contempló el uno por ciento (1%) de puntaje para empleadores de PcD, sin incluir a las empresas de PcD; redujo el "sistema de preferencias" a un único criterio de desempate; y no previó medidas en planeación, criterios habilitantes diferenciales, condiciones especiales de ejecución ni abordó la contratación directa como escenario de inclusión. En consecuencia, desde el punto de vista sustantivo, el Decreto 392 de 2018 reglamentó el numeral 1 de manera parcial y el numeral 7, dejando sin reglamentación material el numeral 8, que era precisamente el que ordenaba el sistema de preferencias en favor de las propias PcD como contratistas.
La insuficiencia del Decreto 392 de 2018 fue constatada judicialmente. La Sección Quinta del Consejo de Estado, mediante sentencia de acción de cumplimiento del 12 de diciembre de 2024, radicación n.° 05001-23-33-000-2024-00847-01, M.P. Omar Joaquín Barreto Suárez, declaró el incumplimiento del Gobierno Nacional del artículo 62 de la Ley 1996 de 2019, que ordenaba reglamentar las medidas del artículo 13 de la Ley 1618 de 2013, y ordenó expedir los decretos reglamentarios faltantes en el término de cuatro (4) meses contados a partir de la ejecutoria de la providencia. La Sala calificó la obligación como imperativa, expresa e inobjetable, señalando que el Gobierno Nacional no contaba con margen de discrecionalidad para decidir si reglamentaba o no el sistema de preferencias.
En cumplimiento de esa decisión fue expedido el Decreto 0287 de 2026, el cual, como se indicó en la respuesta, establece un Sistema Integral de Preferencias compuesto por cinco medidas afirmativas que actúan en todas las fases del proceso contractual, planeación, selección, adjudicación y ejecución, y que benefician a dos sujetos diferenciados: los emprendimientos y empresas de PcD y los empleadores de PcD. Mediante la expedición del mencionado decreto, se modificaron los artículos 2.2.1.2.4.2.6, 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y se adicionan otras normas, cuyos aspectos más relevantes se resaltan a continuación: 
i) Se modifica el artículo 2.2.1.2.4.2.6. del Decreto 1082 de 2015, incorporando la definición de emprendimientos y empresas de personas con discapacidad, con el propósito de adoptar medidas afirmativas que incentiven las personas en condición de discapacidad en el sistema de compras y contratación pública.
ii) Se modifica el artículo 2.2.1.2.4.2.7. del Decreto 1082 de 2015, estableciendo un Sistema de Preferencias en Favor de las Personas con Discapacidad en el Sistema de Compras y Contratación Pública, mediante medidas afirmativas, que deben adoptar las Entidades Estatales en sus Procesos de Contratación, para promover condiciones efectivas de igualdad para estas personas, corregir barreras estructurales de acceso y fomentar su participación como proponentes, contratistas o integrantes de la cadena de valor. 
iii) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.1. del Decreto 1082 de 2015, disponiendo que todas las entidades que manejen recursos públicos están obligadas a garantizar la accesibilidad para personas con discapacidad en sus procesos de contratación. 
iv) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.2. del Decreto 1082 de 2015, en el cual se consagra que, en la planeación contractual, las Entidades Estatales deben implementar acciones concretas para promover la participación de emprendimientos y empresas de personas con discapacidad, asegurando igualdad de oportunidades en los procesos de contratación pública. Esto implica diseñar mecanismos que eliminen barreras de acceso y fomenten una participación más inclusiva desde las etapas iniciales del proceso.
v) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.3. del Decreto 1082 de 2015, incorporando criterios diferenciales en favor de los emprendimientos y empresas de personas con discapacidad en la habilitación, como parte del sistema de preferencias para esta población en la contratación pública que impone reglamentar la Ley 1618 de 2013. Este aspecto considerando que “(…) es necesario flexibilizar los requisitos habilitantes de los procesos de contratación para facilitar la participación de las personas con discapacidad, debido a que sin esto el puntaje que también regula el presente Decreto (287 de 2026) se vuelve inocuo porque no se podría aplicar si las personas con discapacidad no superan el primer filtro, que resulta de la aplicación de los requisitos habilitantes que pueden resultar un impedimento para la posterior evaluación de su oferta y que pueda tener efectividad el puntaje”[footnoteRef:9].  [9:  Parte considerativa del Decreto 287 de 2026.] 

vi) Se incluye el artículo 2.1.2.4.2.7.4 que establece un puntaje adicional en favor de los empleadores de personas con discapacidad y de los emprendimientos y empresas de personas con discapacidad del dos por ciento (2%) del valor total de los puntos establecidos en el pliego de condiciones o documentos equivalentes, para promover la inclusión laboral de personas con discapacidad en los procedimientos de licitación pública y concurso de méritos que adelanten las entidades estatales, cuando se configuren las situaciones previstas en ese artículo. 
vii) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.5. del Decreto 1082 de 2015, indicando condiciones especiales de sujeción en favor de personas con discapacidad, que deberán incluir las entidades estatales como obligación contractual en los documentos del proceso, previo análisis de oportunidad y conveniencia. 
viii) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.6. del Decreto 1082 de 2015, contemplando que, las Entidades Estatales propenderán por la contratación de personas con discapacidad mediante la celebración de contratos de prestación de servicios profesionales y/o de apoyo a la gestión, de acuerdo con su planeación contractual, disponibilidad presupuestal y las necesidades del servicio.
ix) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.7. del Decreto 1082 de 2015, que incorpora el seguimiento a la inclusión de personas con discapacidad a través de contratos de prestación de servicios profesionales y lo de apoyo a la gestión.
x) Se modifica el artículo 2.2.1.2.4.2.7.8 del Decreto 1082 de 2015 y dispone que, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente garantizará la adopción permanente de las acciones necesarias para que las medidas señaladas en favor de las Personas con Discapacidad se incorporen a los documentos e instrumentos que genera. 
xi) Se incluye el artículo 2.2.1.2.4.2.7.9 del Decreto 1082 de 2015 que establece lo referente al acceso y accesibilidad del sistema electrónico de contratación pública - SECOP. 

(ii) Precisado el marco general del sistema, corresponde examinar el primer interrogante, relativo al alcance de la expresión “últimos tres (3) meses”. El artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 del Decreto 1082 de 2015 exige, para la condición de empleador de PcD, los certificados de aportes a seguridad social de los tres (3) meses anteriores respecto de cada PcD incluida en el cómputo. Sobre el sentido de esa exigencia, la Circular Externa No. 003 de 2026 precisó que “el tiempo mínimo en el cual las PcD debieron estar vinculadas en la planta de personal de la empresa para acceder al puntaje es durante los últimos tres (3) meses”, y que la entidad contratante verificará que la PcD “haya estado vinculada a la empresa que desee obtener el puntaje, como mínimo durante los últimos tres (3) meses previo al cierre del proceso de contratación”, lo cual “se demostrará con el contrato o certificación laboral y con los aportes a seguridad social, y los demás documentos exigidos en el decreto 287 de 2026”[footnoteRef:10]. [10:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. (12 de mayo de 2026). Circular Externa No. 003 de 2026. Orientaciones para la aplicación del Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 – Sistema Integral de Preferencias en la contratación pública en favor de personas con discapacidad. Bogotá: ANCP-CCE.] 

De lo anterior se desprende que el requisito no consiste en la simple presentación de tres soportes cualesquiera, sino en la demostración de un periodo continuo de vinculación laboral de tres (3) meses inmediatamente anterior al cierre del proceso. El referente temporal es, por tanto, la fecha de cierre —momento en que se presentan las ofertas y se consolidan las condiciones de estas—, y hacia atrás se cuentan los tres meses de vinculación que deben estar respaldados por los aportes correspondientes. En consecuencia, los periodos que deben acreditarse son los tres periodos mensuales de cotización causados por esa vinculación en el lapso inmediatamente anterior al cierre y cuyo pago resultaba legalmente exigible a esa fecha, pues mal podría exigirse la acreditación del pago de un periodo cuyo plazo aún no ha vencido.
Bajo ese criterio, y con el carácter meramente ilustrativo con que el peticionario formula sus supuestos, en un proceso cuyo cierre ocurra el 31 de julio los periodos a acreditar corresponderán, en principio, a los tres meses inmediatamente anteriores —abril, mayo y junio—, siempre que a la fecha de cierre el pago del último de ellos fuera legalmente exigible conforme al calendario de aportes aplicable al empleador; si el plazo de pago de ese periodo no hubiere vencido al momento del cierre, el cómputo se desplazará al trimestre inmediatamente anterior que sí resultaba exigible. En ese sentido, las expresiones “últimos tres (3) meses” y “los tres meses anteriores al mes en que se presenta la oferta” suelen conducir al mismo resultado, pero no son necesariamente equivalentes: la primera atiende a la continuidad de la vinculación y a la exigibilidad del aporte, de modo que es este criterio funcional —y no una fórmula de calendario— el que debe orientar la verificación. Se reitera que la aplicación de estos criterios a un proceso determinado corresponde a la entidad contratante.
Conforme a lo expuesto, y respondiendo puntualmente los subinterrogantes planteados: (a) sí, la expresión alude a los tres periodos de cotización más recientes que, conforme al calendario legal de pago, ya resultaban exigibles y acreditables a la fecha de presentación de la oferta, siempre que correspondan a la vinculación laboral de la PcD computada; (b) esa expresión y la de “los tres meses anteriores al mes en que se presenta la oferta” coinciden en la generalidad de los casos, pero no son necesariamente equivalentes, pues la primera atiende a la exigibilidad del aporte y puede conducir a un trimestre distinto cuando el plazo de pago del periodo más reciente aún no ha vencido; y (c) cuando la oferta se presenta en los últimos días de un mes y el plazo legal para pagar los aportes del mes inmediatamente anterior ya venció, ese periodo es el más reciente exigible y, por tanto, integra los “últimos tres (3) meses” que deben acreditarse.
(iii) En cuanto al segundo interrogante, referido a los documentos que reportan periodos de cotización diferenciados por subsistema, debe partirse de que lo que la norma ordena demostrar es el pago de los aportes que corresponden a la vinculación laboral de la PcD durante el periodo exigido. Siendo ello así, los documentos deben valorarse conforme a lo que ellos mismos certifican: si un soporte identifica expresamente periodos distintos según el componente del Sistema de Seguridad Social Integral, la entidad no puede presumir que un periodo se encuentra cubierto para todos los componentes con fundamento en el que aparece respecto de uno solo de ellos, pues tal conclusión contradiría el propio contenido del documento. Del mismo modo, un reporte que exprese un rango general no exime de constatar que los periodos exigidos se encuentren efectivamente acreditados, aunque puede ser valorado en conjunto con los demás soportes.
En ese orden, y en cuanto a los subinterrogantes formulados: (a) cuando el soporte discrimina el periodo correspondiente a salud y el de los demás subsistemas, la entidad debe examinar el que resulte pertinente para constatar la cobertura del lapso exigido, sin limitarse a uno solo de los campos; (b) no resultaría suficiente aportar soportes cuyos periodos correspondan a un trimestre anterior cuando, a la fecha de cierre, ya era exigible el del periodo más reciente, pues en tal caso no se estarían acreditando los tres periodos más próximos al cierre ni la continuidad de la vinculación hasta ese momento; (c) no puede tenerse por acreditado un periodo respecto de todos los componentes del Sistema de Seguridad Social Integral con fundamento en el que el documento reporta únicamente para uno de ellos, cuando el propio soporte identifica expresamente un periodo distinto para los demás; y (d) un reporte que exprese un rango general no sustituye la verificación de los periodos concretos que el documento identifica, aunque puede valorarse en conjunto con los demás soportes. Se insiste en que la determinación técnica de a qué periodo corresponde cada aporte y de cuándo resulta exigible su pago escapa a la competencia de esta Agencia.
No obstante, es preciso delimitar el alcance de este pronunciamiento. La estructura de la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes, la forma en que cada subsistema liquida sus periodos —anticipado o vencido— y el calendario legal de pago de los aportes se rigen por la normativa del Sistema de Seguridad Social Integral, cuya interpretación no corresponde a esta Agencia, cuya competencia consultiva se circunscribe a las normas del sistema de compras y contratación pública. Por tal razón, y atendiendo la solicitud novena de su petición, en lo pertinente se dará traslado a las autoridades competentes en la materia, conforme al artículo 21 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo[footnoteRef:11]. [11:  Ley 1437 de 2011, artículo 21, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015, sobre el deber de remitir la petición a la autoridad competente cuando la que la recibe no lo fuere, informando de ello al interesado.] 

(iv) El tercer interrogante indaga si la antigüedad del contrato laboral resulta suficiente, por sí sola, para tener por cumplido el requisito temporal. La respuesta es negativa, y ello se desprende del propio texto de la Circular Externa No. 003 de 2026, que al señalar cómo se demuestra la vinculación durante los últimos tres (3) meses emplea una conjunción copulativa: “se demostrará con el contrato o certificación laboral y con los aportes a seguridad social, y los demás documentos exigidos”. Se trata, pues, de documentos concurrentes con funciones probatorias diferenciadas. El contrato o la certificación laboral acredita la existencia de la relación, su naturaleza laboral —regida por el Código Sustantivo del Trabajo, según condiciona el artículo 2.2.1.2.4.2.7.4— y la dedicación exclusiva, entendida como la relación laboral con un único empleador; los aportes a seguridad social, por su parte, acreditan la permanencia efectiva de esa vinculación durante el periodo exigido y el cumplimiento de las obligaciones del empleador en ese lapso. Por consiguiente, que una persona lleve varios años vinculada no releva de acreditar los aportes del trimestre requerido, pues cada documento prueba un hecho distinto y ninguno suple al otro.
De lo anterior se sigue que, si el proponente no acredita los aportes correspondientes a alguno de los tres meses exigidos, el requisito temporal no puede tenerse por cumplido con fundamento únicamente en la antigüedad histórica del contrato laboral, por prolongada que esta sea, pues lo que la norma exige demostrar es la permanencia de la vinculación en el periodo inmediatamente anterior al cierre y el respaldo de los aportes en ese lapso. En síntesis, la función probatoria del contrato o de la certificación laboral es acreditar la existencia, la naturaleza y las condiciones de la vinculación —incluida la dedicación exclusiva—, mientras que la de los soportes de aportes es acreditar la permanencia efectiva de esa vinculación y el cumplimiento de las obligaciones del empleador durante el periodo exigido; se trata de funciones complementarias que la norma articula de manera concurrente.
(v) El cuarto interrogante plantea la distinción entre la existencia material del pago con anterioridad al cierre y su acreditación documental oportuna dentro de la oferta. Esa distinción es jurídicamente relevante y determina la respuesta. El puntaje adicional constituye un factor de asignación de puntaje y, respecto de esta clase de documentos, el parágrafo 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 circunscribe la posibilidad de subsanación a los requisitos que no afectan la asignación de puntaje, previendo además que durante el término otorgado para subsanar los proponentes no podrán acreditar circunstancias ocurridas con posterioridad al cierre del proceso[footnoteRef:12]. De ello se sigue que los documentos necesarios para obtener el puntaje deben aportarse junto con la oferta y que su omisión no es subsanable con posterioridad al cierre. [12:  Ley 1150 de 2007, artículo 5, parágrafo 1, modificado por el artículo 5 de la Ley 1882 de 2018. [VERIFICAR e incorporar la transcripción literal del texto vigente]] 

El hecho de que el pago se hubiere efectuado antes del cierre no modifica esa conclusión, porque lo que la norma exige no es únicamente que el hecho exista, sino que se acredite oportunamente en la forma prevista; de admitirse lo contrario, se desconocería la igualdad entre los proponentes y se permitiría mejorar la oferta con posterioridad al cierre. Cuestión distinta, y admisible, es que la entidad verifique la autenticidad, la vigencia, la integridad o el contenido de un documento efectivamente aportado con la oferta, e incluso que solicite información para constatar un dato que ya consta en ella; tal actuación es de comprobación y no de incorporación, de manera que su resultado no puede servir para completar un factor de ponderación que no fue acreditado en la oportunidad debida.
Precisado lo anterior, y respondiendo los subinterrogantes: (a) el documento omitido no puede aportarse con posterioridad al cierre bajo la figura de la aclaración o de la subsanación, pues la aclaración recae sobre lo que ya obra en la oferta y la subsanación está reservada a los requisitos que no otorgan puntaje; (b) por ello debe distinguirse entre los requisitos habilitantes y aquellos documentos que resultan constitutivos de un criterio ponderable: los primeros admiten ser aportados hasta el término de traslado del informe de evaluación, mientras que los segundos deben obrar en la oferta desde el cierre; y (c) si la entidad, en ejercicio de sus facultades de verificación, solicita un documento con el único propósito de constatar un dato —por ejemplo, la fecha en que se realizó un pago que ya aparece acreditado en la oferta—, ese documento cumple una función de comprobación y no puede incorporarse retroactivamente como soporte para asignar el puntaje.
(vi) Respecto del quinto interrogante, sobre la concurrencia de los documentos exigidos, la Circular Externa No. 003 de 2026 precisa que la documentación para acreditar la condición de emprendimiento o empresa de PcD es la del artículo 2.2.1.2.4.2.6, mientras que la del empleador de PcD es la del artículo 2.2.1.2.4.2.7.4, y que las entidades no deben exigir ambas documentaciones para acreditar una sola de las situaciones, sino solicitar la que corresponda según la condición que pretenda acreditar el oferente. Dentro del listado aplicable a cada condición, sin embargo, los documentos son concurrentes: cada uno cumple una finalidad probatoria propia —la identidad de la persona, la condición de discapacidad, la existencia y naturaleza de la vinculación, su permanencia y el cumplimiento de los aportes—, de modo que ninguno sustituye a otro. En consecuencia, si respecto de una PcD falta alguno de los documentos exigidos, esa persona no podrá computarse para efectos del puntaje; y si por ello el proponente no alcanza el número mínimo de la tabla del artículo 2.2.1.2.4.2.7.4, no habrá lugar a la asignación del puntaje adicional, sin que ello constituya causal de rechazo, pues se trata de un factor de evaluación y no de un requisito habilitante.
(vii) El sexto interrogante se refiere a la incidencia de la fecha de expedición del certificado de discapacidad. Sobre el particular, la condición de PcD no se adquiere con la expedición del certificado: el numeral 1 del artículo 2 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013 define a las personas con discapacidad como aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas barreras incluyendo las actitudinales, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones con las demás[footnoteRef:13]. El certificado expedido conforme a la normativa del Ministerio de Salud y Protección Social es el resultado de una valoración multidisciplinaria que verifica y documenta esa condición, y permite su registro en el Registro de Localización y Caracterización de Personas con Discapacidad; su naturaleza es, por tanto, declarativa y probatoria, y no constitutiva. [13:  Ley Estatutaria 1618 de 2013, artículo 2, numeral 1: “Personas con y/o en situación de discapacidad: Aquellas personas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas barreras incluyendo las actitudinales, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”.] 

A ello se agrega que el término de tres (3) meses está referido, tanto en el decreto como en la Circular Externa No. 003 de 2026, al tiempo de vinculación de la PcD en la planta de personal y a los aportes que lo respaldan, sin que ninguna de esas disposiciones exija que el certificado de discapacidad se hubiere expedido con determinada antelación al cierre ni con anterioridad al inicio de la vinculación. Exigirlo equivaldría a añadir un requisito no previsto, en contra del carácter de tarifa legal probatoria de la documentación y del principio de economía del numeral 2 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993. De ahí que, para efectos de este incentivo, deban distinguirse tres cuestiones: la antigüedad de la vinculación laboral, única sobre la que la norma fija un término mínimo; la existencia de la condición de discapacidad, que es una situación de la persona; y la fecha en que dicha condición fue formalmente certificada, que documenta la anterior. Lo que la entidad debe verificar es que el certificado corresponda a la persona computada, haya sido expedido conforme a la normativa aplicable y se encuentre vigente, y que los documentos laborales y los aportes acrediten el periodo mínimo exigido.
Por lo mismo, si el certificado de discapacidad no indica que la condición existía desde una fecha anterior, la entidad no debe exigir un documento adicional dirigido a demostrar que durante la totalidad de los tres meses previos la persona reúne esa condición, pues la norma no somete la condición de discapacidad a un término de antigüedad ni prevé documento alguno para ese efecto; la tarifa legal se satisface con el certificado expedido conforme a la normativa del Ministerio de Salud y Protección Social. En consecuencia, resulta suficiente demostrar que la persona estuvo vinculada laboralmente durante los tres (3) meses exigidos, con los aportes que respaldan ese lapso, aunque la certificación de la discapacidad se hubiere expedido después de iniciado ese periodo.
(viii) El séptimo interrogante indaga por el certificado que expide el Ministerio del Trabajo. Al respecto, la exigencia que la norma impone a la entidad contratante es la de verificar su vigencia, sin que se contemple una antigüedad mínima de tres (3) meses respecto de la fecha de cierre; como se explicó, el término trimestral se predica de la vinculación laboral y de los aportes a seguridad social. Por consiguiente, que el certificado se hubiere expedido dentro de los tres meses anteriores al cierre no impide, por esa sola circunstancia, el cómputo de las PcD allí relacionadas, siempre que los demás documentos acrediten el periodo mínimo de vinculación y el certificado se encuentre vigente. En cuanto a la eventual diferencia entre el número de trabajadores que refleja ese certificado y el que certifican el representante legal y el revisor fiscal, debe tenerse en cuenta que el rango aplicable de la tabla se determina por el número total de trabajadores de la planta de personal y que las condiciones de la oferta se consolidan a la fecha de cierre; será entonces la información referida a ese momento la que permita establecer el rango, conforme a los documentos exigidos y a las reglas del pliego de condiciones. Se advierte, en todo caso, que lo relativo al contenido, expedición y vigencia del certificado del Ministerio del Trabajo, así como la definición de la dedicación exclusiva, corresponde a esa cartera ministerial.
(ix) Finalmente, el octavo interrogante se refiere al alcance de la expresión “junto con su oferta”. Dicha expresión establece una carga de presentación documental en cabeza de quien pretende acceder al puntaje, que debe satisfacerse a más tardar en la oportunidad del cierre, en concordancia con lo expuesto sobre la no subsanabilidad de los documentos que acreditan factores de ponderación. De ello se sigue que la entidad no puede reconstruir de oficio, con posterioridad al cierre, la acreditación de un factor de puntaje mediante consultas a bases de datos externas o mediante documentos que no hicieron parte de la oferta. Sobre este punto conviene recordar que la propia Circular Externa No. 003 de 2026, al referirse a las labores de interoperabilidad del SECOP, advirtió que no puede garantizarse que las entidades puedan consultar la documentación y evitar solicitarla al proponente. La distinción, entonces, es la siguiente: verificar la autenticidad o la vigencia de un documento aportado con la oferta constituye una actuación de comprobación sobre lo que ya obra en ella y resulta admisible; incorporar después del cierre un documento ausente, necesario para completar el factor de ponderación, equivale a una subsanación improcedente y afecta la igualdad entre los proponentes.
Finalmente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver situaciones concretas relacionadas con la contratación de las entidades estatales corresponde a quienes tengan interés en ello, de modo que las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias particulares. Al tratarse de reglas que deben definirse en el marco de un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede fijar un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino brindar elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, conforme al principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá, en ejercicio de su competencia y previa valoración de los elementos fácticos y jurídicos de su proceso, la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia. Artículos 13, 23, 47 y 54.
· Ley 80 de 1993. Artículos 5, 24, 25 y 29.
· Ley 1150 de 2007. Artículo 5, parágrafo 1.
· Ley 1437 de 2011. Artículos 14 y 21.
· Ley Estatutaria 1618 de 2013. Artículo 2, numeral 1, y artículo 13, numerales 1, 7 y 8.
· Ley 1755 de 2015. Artículo 1.
· Ley 1882 de 2018. Artículo 5.
· Ley 1996 de 2019. Artículo 62.
· Ley 2466 de 2025.
· Decreto Ley 4170 de 2011. Artículo 3, numerales 2 y 5, y artículo 11, numeral 8.
· Decreto 392 de 2018.
· Decreto 1082 de 2015. Artículos 2.2.1.2.4.2.6, 2.2.1.2.4.2.7, 2.2.1.2.4.2.7.4 y 2.2.1.2.4.2.8.
· Decreto 0287 de 2026.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Resolución 469 de 2025.
· Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Sentencia del 12 de diciembre de 2024. Rad. 05001-23-33-000-2024-00847-01. M.P. Omar Joaquín Barreto Suárez.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Circular Externa No. 003 del 12 de mayo de 2026.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha referido sobre el alcance del Decreto 0287 de 2026 en este concepto. Este y otros se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación: https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718 

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente 
Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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